Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:13). 
—Si están de acuerdo, continuamos estudiando el articulado. 


SEÑOR CARÁMBULA..- A fin de ordenar la discusión y para que quede constancia en la versión 
taquigráfica, quiero recordar un criterio que se ha manejado y que me parece bueno. Todo lo referido 
al capítulo sobre los prestatarios de los servicios, diría —que, como habíamos hablado en la sesión 
anterior, trata de las obligaciones y los derechos—, todavía no lo tenemos bien resuelto, por lo que tal 
vez habría que dejarlo pendiente y abordarlo la próxima semana. Hoy podríamos ir avanzando en los 
otros artículos en los que no tenemos mayores inconvenientes. 


Hago esta propuesta a fin de poder avanzar y explicitar lo que estábamos hablando más 
temprano. 


SEÑORA MONTANER.- Uno de los temas que había quedado pendiente era el de las obligaciones. La 
idea era redactar un artículo en el que todos estuviéramos de acuerdo. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Claro. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora Presidenta: en la misma lógica de lo que se ha venido planteando, quiero 
que conste en la versión taquigráfica un enunciado vinculado a las obligaciones de los prestadores, a 
fin de luego poder analizarlo y eventualmente modificarlo, enriqueciéndolo. Y después seguiríamos 
analizando el tema de los derechos, que también los tienen. 


Lo que voy a leer se insertaría en el capítulo que había quedado pendiente. 
(Dialogados). 


Como se recordará, habíamos dejado pendiente el título del segundo capítulo y el repaso de 
los artículos 5* y 6%. Habíamos entendido que tales disposiciones mayoritariamente hacían referencia a 
derechos y deberes de las personas usuarias del sistema, más que de los trabajadores o de quienes 
prestan los servicios; por lo tanto, esto estaba desbalanceado. Es más; el título de ese capítulo no se 
condecía con el contenido de los dos artículos, y tampoco el artículo 7%, que vamos a analizar ahora, 
nos ayuda a balancear este aspecto. 


En consecuencia, quería aportar una redacción genérica sobre obligaciones de los 
prestadores ya que, tal vez, si empezamos a trabajar la cuestión de los derechos y las obligaciones, el 
título del capítulo pueda tener consistencia. En la medida en que no hablemos de derechos y 
obligaciones de los prestadores, el título va a estar generando un desbalance y esa es la razón por la 
que lo desglosamos. En ese sentido, quiero leer una redacción vinculada a las obligaciones a fin de 
que la analicemos y, obviamente, si se entiende pertinente, la modifiquemos, enriqueciéndola. De todos 
modos, deberíamos trabajar un poco sobre el tema de los derechos de los trabajadores o de las 
personas que prestan cuidados. 


En concreto, el texto vinculado a las obligaciones diría lo siguiente: «Las personas que 
presten servicios de cuidados, sean físicas o jurídicas, públicas o privadas, deberán cumplir todas las 
obligaciones que respecto a dicha actividad establezca la normativa aplicable». Se trata de una 
redacción genérica de la que me interesa que quede constancia en la versión taquigráfica, para que 
pueda analizarse. No pretendo que se vote ahora, sino simplemente que la estudiemos a fin de mejorar 
lo que seguimos dejando desglosado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Dónde se incluiría esa redacción? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora Presidenta: habíamos dejado en suspenso, por entender que no era 
correcto, el título del Capítulo ll, ya que hablaba de «Derechos y obligaciones de las personas en 
situación de dependencia y de quienes presten cuidados». Por su parte, los artículos 5% y 6% 
desarrollan derechos y obligaciones de los usuarios, no de los prestadores. Entonces, allí faltaba algo. 
Por eso estoy aportando un artículo genérico vinculado a las obligaciones de quienes prestan los 
servicios. Faltaría buscar una redacción ajustada a lo que pretendemos con respecto a los derechos de 
quienes prestan los servicios, que también los tienen. De acuerdo a cómo resolvamos este punto, el 
título del capítulo será «Derechos y obligaciones de las personas en situación de dependencia y de 
quienes presten cuidados» u otro, diferente, si no logramos llegar a un acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría saber si la señora Senadora está proponiendo agregar otro 
artículo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Probablemente sí, señora Presidenta. 


SEÑORA MONTANER.- Lo que plantea la señora Senadora Payssé está bien, pero hay que pensarlo 
porque, a mi juicio, es un poco genérico. En definitiva, son los trabajadores quienes tienen que saber 
cuáles son sus obligaciones y cuáles sus derechos, como todo trabajador. Por eso, creo que está bien 
agregar otro artículo —a fin de no seguir entreverando los títulos de los capítulos actuales— y enfocar 
correctamente la figura del trabajador, que es el prestador, con sus derechos y obligaciones. Diría que 
la redacción tendría que ser un poco más ajustada y no tan genérica, porque los trabajadores —insisto— 
deben conocer sus derechos. 


SEÑORA ALONSO.- Coincidiendo con lo que decía la señora Senadora Montaner, debo manifestar 
que me quedan dudas respecto de las obligaciones de los trabajadores o de quienes presten servicio 
en el sistema. Sobre todo, me quedan dudas acerca de cómo todo eso se va a compatibilizar con lo ya 
existente. Lo que rige respecto al tema son las normas laborales; entonces, me pregunto cómo se 
condicen las obligaciones contractuales con los asistentes personales ya existentes del Banco de 
Previsión Social. Entiendo que este proyecto de ley no puede ir a contrapelo de los asistentes 
personales ya existentes, que son lo más parecido a los cuidadores de este sistema. Con respecto a 
esto tengo más preguntas que respuestas. 


De modo que, si bien me sumo a la mejor redacción teniendo en cuenta la técnica legislativa, 
entiendo que más allá de esta hay un tema mucho más de fondo y es que esto no termine siendo algo 
que afecte a cientos de trabajadores ya existentes. Estamos hablando de los cuidadores que queremos 
proteger, que son los no remunerados los que, generalmente, son familiares. Como dije, ya existe todo 
un mecanismo que regula, a través de las normas laborales, la tarea de los actuales cuidadores que 
son los asistentes personales, previstos por el Banco de Previsión Social. 


El 26 de agosto de 2014 —hace apenas un año-— el Poder Ejecutivo dictó un decreto 
reglamentario estableciendo, artículo por artículo, cómo se van a manejar y a regular las obligaciones 
de los hoy asistentes personales o cuidadores. Entonces, me temo que por querer dictar una nueva ley 
—el proyecto de ley que tenemos a estudio— terminemos afectando la legislación vigente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como bien lo propuso la señora Senadora Payssé y teniendo en cuenta las 
inquietudes que presenta la señora Senadora Alonso, entiendo que esto es algo a pensar y discutir en 
la próxima sesión. Podríamos avanzar para darle un poco más de contenido específico a la propuesta 
de la Senadora Payssé con respecto de las obligaciones de quienes prestan los servicios de cuidados. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En muchas leyes aclaramos que lo establecido no va en contra de lo votado 
previamente, y así se recogen todos los derechos ya fijados. Lo que habría que buscarle sería la forma. 
Como dije, muchas veces se hace esa aclaración y, entonces, queda incluido lo anterior y se suma 
algo. 


Concuerdo en que sigamos adelante porque hay artículos que no son tan complejos y se 
pueden aprobar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, pasaríamos a considerar el artículo 7”. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Aprovecho para decir que este artículo establece en su nomen ¡uris el ámbito 
subjetivo de aplicación, como se estila en el lenguaje legislativo. En él se establecen los tres universos 
de personas destinatarias, sin olvidar que este es un sistema que adopta la progresividad, la 
gradualidad, o como se lo quiera plantear. El literal b incluye como ámbito subjetivo de aplicación y 
titular de derechos, a quienes presten servicios de cuidados, que es a lo que nos referíamos antes en 
cuanto a la necesidad de mejorarlo. 


En el artículo 9%, cuando habla de los integrantes del Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
y enumera los servicios, nosotros pedimos incorporar a las personas físicas, que nos parece que faltan, 
no porque tengan que estar enunciadas en el artículo 7%, sino porque esta disposición refiere a quiénes 
prestan servicios de cuidados. Nos parece que cuando estamos votando un artículo debemos saber 
después, cuando se desarrolla, que en el texto que estamos analizando no están incluidas las 
personas físicas. En el texto del capítulo anterior, que puse a consideración para estudiar, 
mencionábamos personas físicas o jurídicas. Por lo tanto, dentro de quienes prestan servicios de 
cuidados en el literal b incluiría, obviamente —lo vamos a ver cuando haga la corrección en el artículo 
9“—, a las personas físicas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 7*. 
(Se lee). 


«Artículo 7*. (Ámbito subjetivo de aplicación).- Son titulares de los derechos establecidos en 
la presente ley: 


Juienes se encuentren en situación de dependencia, considerando como tales las personas que 
requieran apoyos específicos para el desarrollo de las actividades y necesidades básicas de la vida 
diaria. Por ello, se consideran personas en situación de dependencia: 


y niños de hasta doce años; 


mas con discapacidad que carecen de autonomía para desarrollar necesidades y actividades básicas de 
la vida diaria; 


Nas Mayores de sesenta y cinco años que carecen de autonomía para desarrollar las necesidades y 
actividades básicas de la vida diaria; 


Juienes presten servicios de cuidados. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones de acceso a los servicios y prestaciones que formen 
parte del SNIC.» 


—En consideración. 


SEÑORA MONTANER.- Quería consultar si se había eliminado lo relativo a que la dependencia podía 
ser transitoria o permanente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se quitó. 


SEÑORA ALONSO.- Tengo una consulta con respecto al proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo y la propuesta de modificación sugerida por la Bancada oficialista. Me imagino que estas 
modificaciones que hace la Bancada cuentan con el visto bueno por parte del Poder Ejecutivo, que en 
esta redacción contenía los sujetos de política o ámbito subjetivo de aplicación. Digo esto porque el 


artículo 7 dice: «se consideran personas en situación de dependencia: i) «niñas y niños de hasta doce 
años». El proyecto de ley original decía: «con prioridad en la población de O a 3 años». Me parece 
interesante que esto se vuelva a expresar, porque si uno de los objetivos que tiene el sistema de 
cuidados es la primera infancia, enfocado especialmente en los tres primeros años de vida, hay que ver 
que en la propuesta sugerida por la Bancada oficialista no se toma en cuenta. 


Por otra parte, en el texto original del Poder Ejecutivo también se expresa: «Todas las 
personas que cuidan sea de manera remunerada o no remunerada» y en este que estamos analizando 
ello no figura, sino que dice: «quienes presten servicios de cuidados». En el punto b del artículo 4* del 
proyecto original dice: «Todas las personas que cuidan sea de manera remunerada o no remunerada», 
pero en el que estamos analizando se toma en cuenta si son sujetos o no quienes presten servicios. En 
mi opinión, son efectores, pero ustedes creen que es mejor considerarlos como sujetos. En el artículo 
original del Poder Ejecutivo se habla de sujetos, pero como ahora justamente se mencionaba a quienes 
prestan servicios de manera remunerada o no remunerada, me preguntaba si no sería de buena 
técnica legislativa incluirlo. 


La tercera sugerencia que quiero hacer es que no creo que esta ley cada tres artículos deba 
establecer que el Poder Ejecutivo lo reglamentará. Me pregunto si vamos a dejar todo previsto a la 
reglamentación del Poder Ejecutivo. Esa es una de las dudas que tengo con respecto al proyecto de 
ley en general. Todo lo dejamos librado a la reglamentación. No nos olvidemos de que esta es una ley 
que trasciende gobiernos, y por lo tanto todo lo que dejemos a reglamentación me genera dudas. Por 
supuesto que en la ley no tenemos por qué establecer todo, pero me parece que hay temas que 
podemos resolver sin esperar a la futura reglamentación. 


SEÑORA MONTANER.- Quisiera saber por qué se eliminó la prioridad de cero a tres años. ¿Uno de 
los motivos puede ser que condice con los CAIF? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Estoy buscando entre los proyectos del Poder Ejecutivo el que estábamos 
usando de base, porque como recordarán hubo una sustitución. 


En acuerdo con el Ministerio correspondiente, estimamos que el ámbito subjetivo de 
aplicación tenía que incorporar el universo al cual aspiramos alcanzar. Lógicamente partimos de que 
este es un sistema cuya aplicación tiene gradualidad y progresividad. Entonces, el objetivo es poder 
cubrir y atender a las niñas y niños de hasta doce años. Se supone que, obviamente, vamos a priorizar 
la primera infancia, porque eso fue lo que dijimos. No creemos que sea pertinente dejarlo estipulado 
porque podríamos estar pensando en avanzar en esa progresividad, la que podríamos entender desde 
dos puntos de vista; y este es un elemento que también estuvimos analizando. Si pensamos cómo el 
sistema progresa —no vamos a apretar un botón y tener a toda la población objetivo cubierta, sino que 
lo vamos a hacer de manera gradual— podemos tener diferentes formas de interpretar la gradualidad. 
Podríamos pensar, quizás, que la gradualidad pasa por crear más CAIF para dar cobertura a quienes lo 
necesitan. Pero también podríamos establecer la gradualidad pensando en la población de los quintiles 
más desfavorecidos y determinar la prioridad en función de esos criterios. Esas son las dos variables 
que manejamos, pero el objetivo y la mirada están puestos en la infancia y de la manera en que está 
estipulado en el proyecto, hablamos de niñas y niños de hasta doce años. Lo establecimos así para 
dejar un universo como objetivo final del sistema más abarcativo que el que podría ser si se limita a 
través de la ley. Creo que de esta manera estoy dando respuesta a las dudas que se plantearon. Se 
podrá estar de acuerdo o no, pero la idea de plantearlo de esta forma fue planteada con esa lógica. 


En el artículo 4% dice: «Todas las personas que cuidan sea de manera remunerada o no 
remunerada», y creo que con la incorporación que le hice al hablar de personas físicas se está 
incluyendo, de alguna manera, la forma de abarcar el trabajo no remunerado que está planteado en 
las anteriores versiones taquigráficas. Además, seguramente, desde el Poder Ejecutivo se buscará la 
forma de implementarlo y, en la lógica de la gradualidad, también se irá haciendo de manera gradual. 
Creo que acá, este sistema no es comparable con otro, porque interactúan diferentes actores 
vinculados a las políticas públicas, a los Ministerios, a las personas jurídicas y físicas que van a 
coadyuvar en una coordinación que dará origen a este sistema. Algunas coordinaciones ya existen, 
aunque no bajo el nombre Sistema Nacional Integrado de Cuidados. No se puede comparar este 
sistema con el Sistema Nacional Integrado de Salud que, de alguna forma, surge del ámbito de un 


Ministerio específico y contempla la gradualidad del proceso descentralizador de la salud, con la 
conversión en un sistema que de antemano estaba adentro de un Ministerio y se fue desagregando. 
Esto al parecer tiene una lógica inversa: la de juntar diferentes actores para conformar el sistema. Por 
lo tanto, cuando agregué a las personas físicas, de alguna manera estaba incorporando a las 
remuneradas y a las no remuneradas. 


SEÑORA ALONSO..- Entiendo lo que explica la señora Senadora Payssé, pero tengo la sensación de 
que este proyecto de ley está más vinculado a la dependencia sanitaria y deja de lado a la primera 
infancia, que era el espíritu principal del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Creo que sería 
razonable priorizar este aspecto. Y acá empieza el debate acerca de si este proyecto de ley tiene una 
mirada de la Ley de Dependencia de España de 2006, porque creo que muchas cosas fueron tomadas 
desde ese punto de vista. 


Entonces, aquí hay un tema que no es menor, que no es solamente una mirada desde lo 
sanitario, porque el problema de la primera infancia no es desde la cuestión de la dependencia 
vinculada al tema sanitario. Entiendo que se busque alcanzar la gradualidad o la progresividad, pero 
creo que hay que dejar constancia de que la prioridad la tiene una población puntual que, por alguna 
razón, fue tomada en cuenta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA XAVIER.- Soy una defensora de concentrar los esfuerzos en la ventana de oportunidades 
que tienen los niños de O a 3 años, sobre la que inciden las condiciones socioeconómicas —en esto no 
hay que ser esquemático, porque muchas veces hay mejores condicionantes para esa ventana de 
oportunidades en los niños que viven en hogares de menores recursos que los que tienen una mejora 
económica— y por eso entiendo que la ley se vota para persistir, y por más que existan leyes 
complementarias para el sistema de cuidados, el rango de O a 12 años debe estar en la ley, y la 
reglamentación debe ir ajustándose a los momentos más importantes y a lo que se vaya obteniendo 
con este sistema. Creo que la ventana de oportunidades no va a cambiar, y hay aspectos que se 
desarrollan entre los O y 3 años. Pero debemos recordar que hay momentos de fragilidad y de 
necesidad que el sistema esté presente, porque los 10, 11 y 12 años son momentos muy significativos. 


Mi propuesta es que esta Comisión ponga énfasis en el informe que se elevará al Plenario 
para que en el comienzo de la aplicación del sistema se jerarquice esta etapa tan particular de la vida, 
pero no es conveniente que se establezca en la ley es rígida. Entonces, me parece que desarrollo del 
sistema debe tener mayor plasticidad que la que determina la ley y creo que eso se subsana si en el 
informe de la Comisión se enfatiza que en la primera etapa del sistema, hay que darle prioridad a esta 
etapa tan particular de la vida, que es de cero a tres años. 


Antes de continuar con el proyecto de ley, quisiera detenerme un poco en una cuestión de 
método. Creo que deberíamos discutir cada uno de los temas. Dado que se hizo referencia a dos 
temas, voy a dar mi opinión sobre ambos, pero como método a utilizar por la Comisión, aclaro que 
prefiero buscar el consenso en uno de ellos para luego abordar el otro, porque de lo contrario no queda 
muy claro. 


Con relación al hecho de que en general las mujeres somos quienes tenemos asignado el rol 
de los cuidados, debo decir que tengo una confusión, pues me parece que deben estar presentes las 
aspiraciones y los compromisos de reivindicación, en el sentido de hacer visible el trabajo no 
remunerado, pero no quisiera dejar estipulado en una ley que una pata de este sistema de cuidados 
será, nuevamente, la mujer —las mujeres— trabajando en forma no remunerada. En varias ocasiones he 
discutido al respecto con los responsables de este tema en el equipo ministerial y, francamente, no he 
podido encontrar una formulación. Desde mi punto de vista, cabalgamos entre la realidad, que indica 
que somos tributarios de ese mandato social —siendo parte de la solución del tema de los cuidados en 
forma natural-, y la intención de no reforzar ese estigma, sino de poder salir de él. Hasta ahora, la 
solución que propone el proyecto de ley no me satisface, pero entiendo que no puedo trancar el 
tratamiento de este asunto hasta que encuentre la solución. 


De todos modos, quiero dejar constancia de que corremos el riesgo de dejar reforzado en un 
marco legal ese estigma del mandato social que tenemos las mujeres de cuidar a otros y, además, de 
hacerlo en forma no remunerada e invisible. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay que pensar en este sistema en el marco de todo el territorio nacional y, 
por lo tanto, en las realidades más variadas. Resulta difícil entrar en determinados detalles. Digo esto 
porque puede suceder que en alguna localidad no haya ningún CAIF, por ejemplo, con lo cual los 
niños entre O y 3 o 4 años —dependiendo de la oferta educativa de cada lugar— tendrían un grado de 
desprotección. A su vez, en otra localidad podría haber un gran despliegue de servicios que le 
permitiría al sistema coordinar mucha más cantidad de cosas. Por esta razón se dispone que el Poder 
Ejecutivo hará la reglamentación, puesto que aunque el país sea pequeño, tenemos realidades muy 
diferentes en cuanto a oportunidades reales. En este momento recuerdo muchas localidades 
pequeñas, sobre todo del interior de la república, en las que seguramente el sistema deberá 
desplegarse con lo que haya en el lugar y con lo que se pueda agregar. Para poner un ejemplo de esto, 
menciono el caso del barrio Nuevo París, donde hay una gran oferta de CAIF, de primera infancia del 
INAU y de otros servicios públicos y privados que, si se los coordina y exprime —en el buen sentido de 
la palabra—, generarán excelentes resultados. 


En mi opinión, dejar esta generalidad no es un dar un cheque en blanco, sino permitir que la 
ley se adapte a algo que no va a ser sencillo y que pueda aterrizar en realidades muy diferentes. 


De hecho, hay situaciones muy concretas, de las que cada uno de nosotros podría poner 
cuarenta ejemplos. Esto pasa por todo un universo: los servicios e instituciones existentes, los 
cuidadores existentes, los cuidadores remunerados y los no remunerados. Obviamente, en una capital 
o en una ciudad grande de un departamento es posible una orquestación mucho más sencilla, pero 
también debemos ver qué pasa y cómo puede funcionar el sistema en lugares como Aiguá, por 
ejemplo. En definitiva, en las localidades chicas los que más padecen son, muchas veces, los niños 
pequeños y las personas en situación de dependencia, por las carencias existentes. 


Por tanto, no soy partidaria de introducir detalles que nos aten las manos. Además, las 
reglamentaciones son pasibles de modificaciones, de modo que si en el día de mañana el sistema 
desarrollado las ameritara, sería completamente válido hacerlas. Por consiguiente, dejaría la frase tal 
como está. 


SEÑORA MONTANER.- Por mi parte, tengo una óptica diferente. 


Si bien estamos en la línea de utilizar todos los recursos que se presentan, la articulación de 
lo público y lo privado y los recursos prexistentes, dejamos para la reglamentación ámbitos y aspectos 
fundamentales y casi que directrices. En síntesis, están quedando fuera de la ley una serie de aspectos 
a los que ella debe tender. 


Tengo veinte años de Legisladora y sé que la ley es un marco genérico y universal, pero eso 
no impide que los artículos fijen pautas. Por ejemplo, el artículo 7” podría hablar de niñas y niños de 
hasta doce años, priorizando de O a 3 años en caso de que pueda articularse la utilización de los ya 
existentes servicios públicos, como los CAIF, en determinadas situaciones. Podría decirse —como bien 
señaló la señora Senadora Xavier— que cuando surjan situaciones de fragilidad, se les dará prioridad. 
Desde mi punto de vista, estas cosas no acotan la norma. Insisto: el artículo 7* podría expresar de 
manera genérica que son titulares de los derechos establecidos en la presente ley las niñas y niños de 
hasta doce años, priorizando los de 0 a 3, para lo cual se utilizarán los recursos ya existentes, como los 
CAIF que puedan prestar el servicio y no lo tenga que hacer el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados. Además, se tendrán como prioridad las situaciones de fragilidad que se puedan presentar. 
Esta redacción ajustaría un poco más el punto ¡) del literal a. del artículo 7”, al tiempo que no 
dejaríamos todo sujeto a la reglamentación. Francamente, hallo que aquí se deja todo a la 
reglamentación y quienes no estuvieron en la discusión no podrán percibir el sentido global de lo que 
es el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Como dije, la ley debe ser genérica pero los artículos pueden pautar las prioridades, sin 
determinar ni encorsetar. En ese sentido, se podría agregar los servicios previstos, que pueden hacer 
la prestación, y lo que tiene que ver con la situación de fragilidad de los O a doce años. Esto focalizaría 
lo que puso el Poder Ejecutivo al comienzo y que luego fuimos ampliando de tal manera que en 
algunos artículos lo esencial quedó para la reglamentación. 


SEÑORA ALONSO.- En la misma línea de lo que decía la señora Senadora Montaner, quiero insistir 
con la prioridad en la primera infancia, especialmente de O a 3 años. Y no es algo antojadizo ni un 
capricho. Este planteo, incluso, fue realizado por la propia ministra de Desarrollo Social y por el 
sociólogo Julio Bango cuando comparecieron en esta Comisión. Ellos hablaron de la primera infancia y, 
en particular, pusieron énfasis en estos primeros tres años de vida que, como todos sabemos, es la 
etapa en la que se determina y se condiciona gran parte del desarrollo, no solamente cognitivo sino 
también emocional y físico. 


Y con más razón lo planteamos en relación con lo que decía la señora Senadora Topolansky. 
¡Vaya si sabemos que hay realidades bien distintas! No hay que irse hasta Aiguá; aquí, en Montevideo, 
hay zonas que carecen de estos centros. Me imagino que en este Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados no solamente van a funcionar los CAIF, porque están los gobiernos departamentales, que se 
supone que van a formar parte de este sistema; las guarderías del INAU, etcétera. Ese es el desafío 
del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Justamente, es sobre aquella población a la que, a mi 
juicio, hay que dar prioridad, que debe actuar el Ministerio de Desarrollo Social, que en definitiva va a 
ser el principal responsable de este sistema. No creo que ponerlo en la letra de la ley vaya a generar 
una rigidez a la hora de asumir una responsabilidad tan clara como es la de atender la primera infancia. 


Simplemente quería dejar esta constancia porque me parece que este es un tema central. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Claramente estamos de acuerdo en que la prioridad debe ser para los niños 
de Oa 3 años, y diríamos que ese tiempo hasta se acota más, porque hay estudios a nivel de Unicef y 
de la Organización Mundial de la Salud en el sentido de que los 1.000 días primeros -que abarcan 
desde la gestación hasta pasados los dos años y medio— constituyen una etapa decisoria para la 
equidad. Hay estudios económicos, sanitarios, que demuestran que esos 1.000 días juegan un rol 
fundamental para que el niño o la niña puedan, después, competir en igualdad de condiciones. Por 
tanto, creo que el Uruguay debe hacer un gran esfuerzo para que los 50.000 nacimientos que se 
registran anualmente tengan esos 1.000 días de equidad, que comprenden desde el cuidado de la 
madre una vez diagnosticado el embarazo, hasta el nacimiento y los primeros dos años, 
fundamentalmente. 


En ese sentido, entonces, estamos totalmente de acuerdo; es ahí donde se juega el partido y 
se define que la dependencia no sea fija, sino transitoria y reversible. La duda que se plantea es si esto 
debe incluirse en la ley. Al respecto hay dos caminos, y uno de ellos es el que planteaba la señora 
Senadora Xavier. Las señoras Senadoras tienen más experiencia parlamentaria, pero supongo que el 
hecho de que en el informe de la Comisión queden explicitadas las prioridades que estamos marcando 
puede ser suficiente para que quien después va a aplicar la ley tome en cuenta esos lineamientos. 


Por otra parte, el inciso final del artículo dice: «El Poder Ejecutivo reglamentará las 
condiciones de acceso a los servicios y prestaciones que formen parte del SNIC». No sé si en este 
caso, en la progresividad que estamos planteando, no se podría hacer algún apunte con respecto a las 
prioridades. No estoy hablando de donde enumeramos los aspectos generales de la ley, porque allí no 
corresponde hacerlo, como planteaba muy bien la señora Senadora Xavier, sino que me refiero a la 
parte en que estamos dando instrucciones generales con respecto a la reglamentación. A su vez, a mi 
entender, esa progresividad tiene que ir de la mano de la situación económica del beneficiario. Como 
dice muchas veces la señora Senadora Topolansky, en el Sistema Nacional Integrado de Salud 
nuestros primeros destinatarios fueron los sectores más postergados. En este caso, tal vez se pueda 
hacer una formulación general que diga: «El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones de acceso a 
los servicios y prestaciones», dando prioridad a los mil días —o podemos dejar la alusión a la población 
de 0 a 3 años—, pero con una referencia a la situación económica del beneficiario. De esta manera, 
daríamos a la ley un comienzo acorde con esta progresividad que estamos marcando. Podemos 
priorizar —y la señora Senadora Topolansky hizo referencia a esto- la franja de O a 3 años como la 
población que necesita más cuidados y, en otro ámbito, se puede establecer que el quintil más débil o 
vulnerable de cuidados —que no solo va de 0 a 3 años- y no de atención sanitaria, vaya más allá de 
esa franja. Diría de incorporar todo eso a un análisis, dejando el tema en suspenso. 


SEÑORA ALONSO.- En cuanto a los cuidados, todos vamos a coincidir en que la población de O a 3 
años es la que más necesita cuidados, y no hablo del tema sanitario, sino del cuidado que estará a 


cargo de un cuidador o cuidadora o del niño que va a ser cuidado —perdóneseme la repetición del 
término- en una guardería o un CAIF. Si esto tiene que ver con la dependencia, quienes más 
dependencia tienen son los niños de O a 3 años. Quienes estamos acá seguramente somos madres o 
padres y conocemos cuál es el mayor grado de dependencia de cuidado, no de vulnerabilidad porque 
esta puede darse a los 4 años, a los 5, a los 12 o a los 25 años. Sin embargo, en cuanto a la 
dependencia de cuidados, la etapa de mayor necesidad es la de O a 3 años. 


SEÑORA MONTANER.- Creo que debemos estudiar muy bien el tema porque son dos conceptos 
importantes. Lo que dice el señor Senador Carámbula respecto del quintil de ingresos y vulnerabilidad 
socio-económica, que es como se manejan también las prestaciones del Banco de Previsión Social, es 
muy importante. 


Por nuestra parte, insistimos en la prioridad de O a 3 años sin descartar el resto del universo. 
Son dos visiones que tendríamos que tratar de conjugar y que ahora deberíamos dejar en suspenso 
para analizarlas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto al artículo 7% «Ámbito subjetivo de aplicación» que establece 
quiénes serían los beneficiarios de este proyecto de ley, hay un tema que me preocupa bastante y 
quisiera que me ayudaran a entenderlo. 


En el artículo se dice que se consideran personas en situación de dependencia las «personas 
con discapacidad que carecen de autonomía para desarrollar actividades de la vida diaria». Con 
respecto al tema de la discapacidad, me preocupan mucho los niños y jóvenes con parálisis cerebral 
que están en el hogar de la Escuela Horizonte, donde hay muchos en lista de espera, cuyas familias 
son de muy bajos recursos. Me pregunto si esta población está incluida en el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados y, de ser así, de qué manera lo está. Estoy hablando de hogares, como el que 
mencioné, que tienen falencias y carencias. No sé si eso se va a contemplar en la reglamentación. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Voy a dar una opinión personal. De todas las franjas, creo que esa es la 
más difícil. Hay varias instituciones, no solo la que mencionó la Senadora. Como dije, hay un montón 
de instituciones que se dedican al tema con enorme vocación y sacrificio porque esas personas —sin 
importar la edad— cada vez viven más por el avance de la medicina; entonces, el tiempo de cuidados 
es largo y penoso. Lo digo con respeto hacia esas personas. 


En lo personal, pienso que debemos utilizar la enorme experiencia que tienen algunas 
instituciones, buscando la forma de que den cabida a quienes están en lista de espera. Hay algunas 
instituciones que conozco más, y puedo decir que en Don Orione, por ejemplo, toda la gente que 
trabaja es vocacional, tienen vocación de servicio, y si se les fuera a pagar por lo que hacen, no 
alcanzaría la plata. La odontóloga, por ejemplo, tiene que abordar un sinfín de situaciones en un área 
que, de por sí, no le gusta a nadie. Es una persona altamente especializada que trabaja allí con esos 
chiquilines o chiquilinas, donde el abordaje no pasa por la caries que la persona pueda tener. Creo que 
a esas instituciones hay que tratar de potenciarlas, de ayudarlas e incorporarlas, en un diálogo, porque 
capaz que no se puede abarcar tanta gente; o si no, reproducirlas de otra manera. En lo personal 
pienso que es muy difícil, para situaciones muy extremas, encontrar un cuidador a domicilio. Ahora 
bien; me parece que la ley lo incluye, porque de alguna manera lo que está diciendo es que hay 
realidades que ya existen hoy, que son variadísimas, y que queremos que todas estén incluidas. Por 
eso, en este sentido estoy tranquila porque me parece que la ley lo abarca. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría sentir que están realmente incluidos. Así como se define lo que 
son las prioridades de los niños y los adultos, la edad más específica de cuidados, etcétera, creo que 
en el área de la discapacidad esto tiene que tener un capítulo especial. La cantidad de gente con 
dependencia específica por temas de discapacidad no es infinita ni ilimitada y debe tener un capítulo 
especial y definir un poco las prioridades. Esta gente está realmente con problemas sociales que son 
muy profundos y creo que ello amerita que nosotros los señalemos específicamente a la hora de definir 
los sujetos de derecho del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑORA ALONSO.- La señora Presidenta hizo referencia a un tema que nos preocupa a todos y que 
quienes trabajamos especialmente en el tema de la discapacidad —lo hice durante los cinco años de la 
legislatura pasada— sabemos que es de difícil abordaje, el cual no pasa por el lado de la lástima, sino 
por el de los derechos. De todas maneras, la señora Presidenta hizo referencia a un tema que para mí 
es una gran interrogante: cómo se van a complementar con este sistema, cómo se van a tomar en 
cuenta porque, en realidad van a estar, puesto que son sujetos de aplicación de esta ley, son sujetos 
en el mundo de la discapacidad, no solamente contenidos en la Ley N* 18.651, sino también en la de 
los asistentes personales. Me imagino —por los gestos que hace la señora Senadora Payssé-— que van 
a estar contenidos en un gran paraguas, pero quisiera saber —porque no hemos tenido oportunidad ni 
lo hemos escuchado-—, sin obstaculizar el avance del tratamiento de la ley, qué pasa con las ayudas 
extraordinarias que el BPS da por año, que son U$D 20:000.000, otro tanto establece el Mides y otro 
ha establecido el Banco de Previsión Social asignándole U$D 11:000.000 al año a los asistentes 
personales. Según el informe de que disponemos, tenemos capacitados y trabajando cerca de 1.274 
asistentes personales en todo el país. Hay un mayor porcentaje de hombres que de mujeres, con 
respecto a la cuestión de género que hoy es hacía mención acá. 


Siento que hay una gran multiplicidad de programas de asistencia en los cuales están 
contenidos, por ejemplo, los niños de la Escuela Horizonte —que, en algunos casos, reciben ayuda 
extraordinaria—, y me gustaría que el Banco de Previsión Social nos explicara cómo van a trabajar 
dentro de este Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Sin duda, esta es una de las grandes 
interrogantes que nos hacemos, y quizás sea bueno convocar a las autoridades del BPS, sin pretender 
vuelvo a insistir— obstaculizar el avance en la aprobación del articulado de este proyecto de ley. 


Personalmente siento que hay una superposición de leyes, porque tenemos la ley de 
discapacidad, la de los asistentes personales —cuyo artículo 25 se reglamentó especificamente— y 
seguimos avanzando hacia situaciones que, presupuestalmente, importan. Sin querer tratar este tema 
en forma permanente, quiero decir que no es algo menor. La cuestión del presupuesto y del 
financiamiento siempre deben estar presentes, dado que estamos aprobando una normativa respecto 
de la cual es muy importante conocer cuál será su presupuesto; pero, además, hay presupuestos 
aislados y sería bueno saber cómo van a ser manejados. 


SEÑORA XAVIER.- Me imagino que el Sistema Nacional Integrado de Cuidados tendrá definido una 
serie de servicios, haciendo relevamientos que estén acreditados para brindar cuidados. Obviamente, 
tiene que haber una forma de acreditarlos, porque no cualquier servicio de los hoy conocidos como 
servicio de cuidados está en realidad contenido dentro del concepto de «cuidados». Muchos son 
prestaciones de rehabilitación que caen en la órbita de la salud, pues se ha definido que la salud va 
desde la prevención hasta la rehabilitación y que el sistema de salud debe dar cuenta de todas las 
etapas en que se plantea una situación por parte de una persona con un problema de salud. 
Obviamente, es parte del andamiaje del sistema de cuidados, relevando efectores. Tal vez esta sea 
una de las preguntas específicas que se le debería hacer a este sistema, en el sentido de cómo se 
van a definir y articular con otros ámbitos preexistentes. 


Por otro lado, me imagino que las prestaciones también deberán tener posibilidad de ser 
brindadas por esos efectores. Es una forma de llevar a la práctica esto que hoy parece tan abstracto, y 
deberíamos consultar con las autoridades qué va primero, si el marco legal genérico o la modalidad de 
la instrumentación. Estoy segura de que no van a estar esperando por nosotros para trabajar esas 
cosas. Á su vez, esto es competencia del Poder Ejecutivo, que deberá definir; nosotros tenemos 
asignado el contralor sobre las funciones que dicho Poder tiene. 


No me opongo a que hagamos otras consultas y, simultáneamente, seguir avanzando en el 
tratamiento del proyecto de ley. Metodológicamente preferiría terminar el análisis general de la 
iniciativa, votando todos los artículos en los que tengamos acuerdo, postergando todo aquello que nos 
merezca dudas o una mayor profundización y -como siempre ocurre mientras el proyecto está en 
Comisión—, si existiera alguna información que nos haga reconsiderar algún artículo, para 
complementarlo o darle otro giro, bienvenida sea si con ello mejoramos la calidad del proyecto, porque 
es lo que nos compete en la Comisión. 


En fin; no sé si el sentir es que las dudas paralizan; de no ser así, tal vez podamos intentar 
llegar hasta el final de su tratamiento y elaborar las preguntas que tengamos en conjunto en la 
Comisión, de manera de no hacer una convocatoria medio de perdigonada después de la cual nos 
demos cuenta, por ejemplo, de que nos olvidamos de preguntar tal o cual cosa. La idea es poder tener 
una serie de dudas ya relevadas entre todos, para que las convocatorias —personales o no, en el 
sentido de que podríamos recibir información por escrito— sean lo más efectivas posible. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Comparto el criterio planteado por la señora Senadora Xavier, sobre la 
conveniencia de hacer estas consultas. El sociólogo Bango nos manifestó que ya se está en proceso 
de elaboración del Plan Nacional de Cuidados y si juntamos las interrogantes que surgen de la 
Comisión y algún avance que se pueda hacer, tendríamos respuestas que hoy no tenemos a algunas 
de esas preguntas que se han presentado. Sinceramente, para mí es lo mismo seguir avanzando o 
invitarlos previamente, tal como lo planteaba la señora Senadora Xavier. Personalmente, creo que 
deberíamos seguir avanzando porque es la manera de ver dónde tenemos las dificultades para hacer 
la consulta correspondiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo con seguir avanzando, con hacer un punteo sobre las 
dudas que tenemos, y después convocar a las autoridades pertinentes para hacerles esta batería de 
preguntas. 


Pasamos a considerar el Capítulo 111. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Con respecto al Capítulo Il, quiero señalar que recibimos algunas sugerencias de 
la señora Senadora Montaner para que en el artículo 8*, literal b., después de decir: «Promover la 
participación articulada...», se agregara «y coordinada». Solicitaríamos que se leyera el artículo con la 
modificación propuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 8*. 
(Se lee). 
«Artículo 8”. (Objetivos del Sistema Nacional Integrado de Cuidados).- 
El Sistema Nacional Integrado de Cuidados perseguirá los siguientes objetivos: 


mpulsar un modelo de prestaciones de cuidados integrales basado en políticas articuladas, programas 
integrales y acciones de promoción, protección, intervención oportuna, y siempre que sea posible, la 
recuperación de la autonomía de aquellas personas que se encuentren en situación de dependencia. 


"romover la participación articulada y coordinada de prestadores de servicios y prestaciones de 
cuidados, públicos y privados. 


"romover la optimización de los recursos públicos y privados de cuidados, racionalizando el 
aprovechamiento de los recursos humanos, materiales, financieros y de la capacidad instalada y a 
crearse. 


"romover la regulación de todos los aspectos relativos a la prestación de los servicios públicos y privados 
del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


"rofesionalizar las tareas de cuidados a través de la promoción de la formación y capacitación de las 
personas que presten servicios de cuidados, incentivando su desarrollo profesional continuo, el trabajo 
en equipos interdisciplinarios, la investigación científica y fomentando la participación activa de 
trabajadores y personas en situación de dependencia. 


ropiciar el cambio de la actual división sexual del trabajo, integrando el concepto de corresponsabilidad 
de género y generacional como principio orientador. 


mpulsar la descentralización territorial, buscando contemplar las necesidades específicas de cada 
comunidad y territorio, estableciendo acuerdos y acciones conjuntas con Gobiernos Departamentales y 
Municipales cuando correspondiere. » 


—En consideración. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Simplemente quisiera hacer una corrección gramatical. Creo que en el literal 
a. del artículo 8%, la coma que está luego de la palabra «oportuna», debería ubicarse luego de «y». 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos a considerar el artículo 9*. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Por nuestra parte, queremos incorporar una palabra a este artículo. Voy a leerlo 
para que quede más claro. Diría así: «Integran el Sistema Nacional Integrado de Cuidados: los 
servicios de cuidados a cargo de personas físicas, jurídicas públicas, estatales y no estatales, los 
servicios de cuidados a cargo de entidades privadas, la Junta Nacional de Cuidados, la Secretaría 
Nacional de Cuidados y el Comité Consultivo de Cuidados». Hicimos el agregado de la palabra 
«físicas» por lo que planteamos anteriormente en el literal b. del artículo 7%, en el que se hablaba de 
quienes presten cuidados. En este caso, eso también se está describiendo y nos pareció que faltaban 
las personas físicas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quisiera saber si personas públicas y estatales no es más o menos lo 
mismo. 


SEÑORA XAVIER.- Aquí tiene un sentido diferente, porque puede ser de acceso público pero no de 
gestión estatal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 10. 
(Se lee). 


«Artículo 10.- (Estructura institucional del Sistema Nacional Integrado de Cuidados).- El 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados estará constituido por: 


a. La Junta Nacional de Cuidados. 


b. La Secretaría Nacional de Cuidados. 


c. El Comité Consultivo de Cuidados.» 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, continuaríamos con la consideración de este 
proyecto de ley en la próxima sesión. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 17:34). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


